	Fecha
	20 de febrero de 1979
	Sesión número
	4-I

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JOSÉ ERNESTO UNFRIED, MARIO ENRIQUE JIMÉNEZ BLANCO Y JOSÉ MARÍA DURÁN HERRERA 

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE HACIENDA

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que son agentes de aduana autorizados por el Ministerio de Hacienda. Que mediante Decreto Ejecutivo N° 9420 H de 12 de diciembre de 1978, los recurridos varían en su forma y fondo los procedimientos y requisitos que fijan el CAUCA y el RECAUCA para obtener la licencia de agente aduanero y poder ejercer como tal ante las aduanas del país. Que la emisión del Decreto es una reforma unilateral a un reglamento de carácter internacional, siendo una disposición nula, por cuanto viola el artículo 7° de la Constitución Política que concede a los Instrumentos Públicos, autoridad superior a la Ley.

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que por ejercer los agentes aduaneros una función pública, es necesario que se ordene su designación, actuación y las sanciones aplicables, por lo que fue necesario fijarles una fianza acorde con las grandes sumas de dinero que ellos reciben de sus clientes para el pago de los derechos, y establecer un procedimiento para la aplicación de sanciones, en caso de incumplimiento. Que el Decreto 9420 H traduce a nuestro ordenamiento jurídico nacional, la regulación internacional, permitiendo su aplicación en forma adecuada.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. En definitiva lo que se impugna es que el Poder Ejecutivo al emitir del Decreto N° 9420 H, varió los requisitos y procedimientos que, para obtener y ejercer la licencia de agente aduanero, establecen el CAUCA y el RECAUCA; normas que no gozan del rango de constitucionales, pues el artículo 7° reconoce a los instrumentos internacionales un valor superior al de las leyes ordinarias, pero no igual a las de la Constitución misma; y de ahí que no se esté, en la especie, ante un posible problema de constitucionalidad. Respecto al artículo 34 de la Constitución Política, no se ha desconocido a los recurrentes la licencia previamente obtenida, ni tampoco dispone caucionar, con la nueva tarifa, la gestión ya realizada; entendiendo que en principio, ninguna caución puede ser fija o inmutable, sino que cabe variarla hacia el futuro, de acuerdo con las circunstancias de tiempo y otras privativas el Poder Público. 


N° 4
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE INTERINA celebrada a las catorce horas del día veinte de febrero de mil novecientos setenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Trejos, Presidente;  Arroyo y Retana.
Artículo I
Se conoció de un recurso de Amparo establecido por José Ernesto Unfried, Mario Enrique Jiménez Blanco y José María Durán Herrera contra el señor Presidente de la República, licenciado Rodrigo Carazo Odio, y contra el señor Ministro de Hacienda licenciado Hernán Sáenz Jiménez.

Los recurrentes hacen la siguiente exposición para fundamentar el Amparo:


“…Somos agentes de aduana autorizados por el Ministerio de Hacienda por Acuerdos números 164 H de 16 de octubre de 1978, N° 88 H de 26 de noviembre de 1975 y el N° 42 H del 26 de marzo de 1971, venimos ante Uds. con todo respeto a interponer Recurso de Amparo para que se mantengan los derechos que nos concede la Constitución Política, por las razones que a continuación enumeramos:


HECHOS:  En la Gaceta N° 11 de 16 de enero de 1979, firmado por el señor Presidente de la República y el señor Ministro de Hacienda se publicó el Decreto Ejecutivo N° 9420 H de 12 de diciembre de 1978, el cual contiene nuevas normas y procedimientos para obtener la licencia de agente aduanero y poder ejercer como tal ante las aduanas del país.

El ejercicio de la Correduría Aduanera se encuentra enmarcado en un Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centroamericana (CAUCA) Ley N° 3421 de 6 de octubre de 1964 y su Reglamento (RECAUCA) emitido de acuerdo a lo que establece el CAUCA en su artículo 182, por Decreto Ejecutivo N° 15 de 7 de mayo de 1966.  La Constitución Política en su artículo 7° establece que: Los Tratados Públicos, los Convenios Internacionales …tendrán desde promulgación o desde el día que ellos designen autoridad superior a las leyes.  El artículo 129 del CAUCA define que: “Podrán ejercer la actividad de Agentes Aduaneros las personas naturales que sean autorizadas con tal fin, por el Ministerio de Hacienda…y que los Reglamentos a este Código señalarán los procedimientos y requisitos para obtener la autorización, debiendo en todo caso el beneficiario, caucionar por separado sus responsabilidades para con el Fisco y para su comitentes”.

El Reglamento (RECAUCA) en la Sección 10.01 fija los requisitos que debe reunir la persona natural para que se le autorice como Agente Aduanero.  El Decreto. El Decreto precitado varía en su forma y fondo los procedimientos y requisitos que fija el RECAUCA. El RECAUCA en su sección 10.03 fija el monto de la caución en cinco mil pesos centroamericanos la que se rinde a favor del Fisco y en tres mil pesos centroamericanos la que sirve para garantizar al comitente.  La Sección 10.10 establece la obligación del Agente Aduanero, una vez cumplido con los procedimientos y trámites legales a inscribirse en la Dirección General de Aduanas, la que notificará de hecho a las Aduanas.

Conforme a lo establecido en la Ley una vez cumplido con lo que establece la Ley, el Agente Aduanero está en capacidad de cumplir con su cargo en cualquier aduana del país, ya que no se fija restricción alguna para ejercer el cargo, ante las aduanas del país. El Decreto N° 9420 H ya citado, legisla y varía los procedimientos y requisitos, ya que exige una caución por cada aduana y circunscribe al agente aduanero para que pueda actuar en el desempeño de sus funciones en una sola aduana, y contiene una serie de procedimientos no contemplados en el CAUCA y RECAUCA, y como ejemplo citaremos el artículo 7 que a la letra dice: “La Dirección General de Aduanas llamará a examen para agentes sólo cuando a su juicio se justifique un mayor número de estos auxiliares de la función pública.” La Sección 10.04 es clara ya que ella consagra el derecho de la persona natural o jurídica a presentar solicitud para ser autorizado como agente aduanero ante el Ministerio de Hacienda, la Dirección General de Aduanas no tiene facultad legal para llamar a examen su participación en este acto está fijada en el Reglamento, no tiene capacidad para imponer al ciudadano trabas del derecho que le concede la Carta Magna del derecho a escoger el trabajo que a su leal saber  entender es capaz de desempeñar. Viene este Decreto a contraponerse y violar los postulados de la Carta Magna, que garantizan la igualdad del hombre ante la ley y que no podrá hacerse discriminación alguna contraria a la dignidad humana al pretender menoscabar la libertad y dignidad del hombre al degradar su trabajo a la condición de simple mercancía.
FUNDAMENTO LEGAL DEL RECURSO,

Fundamos este recurso que consideramos que amenaza los derechos que nos concede la Constitución Política y un Protocolo a un Tratado Internacional al desarrollo de nuestras funciones ante las Aduanas del país, ya que está coartando la libertad de trabajo, mediante un Decreto, donde la ley no lo contempla.  La emisión del citado Decreto es una reforma unilateral a un reglamento de carácter internacional y para ese efecto debió el Poder Ejecutivo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 182 del CAUCA, que dice: “El Poder u Organismo Ejecutivo de cada Estado emitirá los reglamentos a este Código, acordados multilateralmente en el seno del Consejo Económico Centroamericano.  Las modificaciones a dichos reglamentos deberán hacerse mediante igual procedimiento”.


Es nuestro criterio que se están violando de la Carta Magna los siguientes artículos:

N° 10. La disposición del Poder Ejecutivo es nula, por cuanto viola el artículo 7° que concede a los Instrumentos Públicos, autoridad superior a la Ley.

Artículo 20. Coarta la libertad del hombre y la lleva a la categoría de esclavo al obligarlo a depender de una sola empresa y no permitirle trabajar en otras dependencias aduaneras.

Artículo 33. Le niega la igualdad que le concede al hombre la ley.

Artículo 34. Le está dando efecto retroactivo a un derecho patrimonial adquirido en una situación jurídica consolidada por la ley anterior.

Artículo 56. Se menoscaba la dignidad del hombre al pretender reducir su campo de trabajo, lo que degrada su condición humana.  El Agente Aduanero, dentro de la legislación centroamericana, es figura relevante dentro de la función aduanera, ya que sólo el agente natural tiene capacidad legal para actuar, ya sea en su nombre o en nombre de las personas jurídicas y para ello tiene que rendir caución para responder por sus actos en el desempeño de sus funciones.


El Ministerio de Hacienda, al publicar las resoluciones, autoriza al Agente Aduanero ante las Aduanas del país.


Para mejor proveer adjuntamos las siguientes copias de las resoluciones del Ministerio de Hacienda de los petentes.  Copias del CAUCA y RECAUCA en lo que a los agentes de aduana se refiere, y copia del Decreto Ejecutivo N° 9420 H de 12-78. Copias del Acuerdo del Ministerio de Hacienda donde se autoriza al agente aduanero para actuar ante las aduanas del país.
PETITORIA.

Solicitamos en forma respetuosa a ese alto Tribunal mantener nuestros derechos adquiridos y consagrados en la Constitución Política y en Protocolo a un Tratado de la Comunidad Centroamericana que están amenazados por el Decreto Ejecutivo N° 9420 H de 12 de diciembre de 1978, que entra en vigencia a partir del día 1° de febrero de 1979.


El señor Presidente de la República y el señor Ministro de Hacienda, contestaron el recurso así:


“El Gobierno de la República está empeñado en un Programa Integral de Mejoramiento Aduanero, para lo cual ha estimado necesario agilizar los sistemas, modernizar las estructuras, recalificar las funciones de la Aduana, y dar el servicio que se requiere a los viajeros e importadores y exportadores del país.  Para esto, junto con el mejoramiento y tecnificación interna, ha debido preocuparse de ordenar lo concerniente a los Agentes Aduaneros, por ser éstos auxiliares muy importantes de la gestión pública. En efecto, ellos son los mediadores obligados entre los usuarios y el Servicio de Aduanas: deben velar por los intereses fiscales y a la vez cautelar los intereses de sus mandantes o clientes.


El Gobierno estima que por ejercer una función pública es necesario que se ordene al máximo su designación, la actuación y las sanciones aplicables.  Por estos motivos, fue necesario exigirles la instalación de oficinas, ya que muchos solamente actuaban in situ, sin que fuera posible ubicarlos en ninguna residencia o domicilio oficial.  Fue, también, necesario fijarles una fianza acorde con las grandes sumas de dinero que ellos reciben de sus clientes para el pago de los derechos.  Si los funcionarios aduaneros y otros deben rendir caución por custodiar valores del fisco; tanto más deben hacerlo quienes son depositarios de los dineros de los importadores y a la vez, tienen la obligación de integrarlos a la Caja Fiscal.  Su responsabilidad es doble y nada impide que la caución mínima, aprobada por el CAUCA pueda ser aumentada en base a la Sec. 16.03 y a la que señala la Sec. 10.02 letra c).

Entre otros, el motivo de reglamentar su trabajo se fundamenta en la necesidad de que ellos cuando forman parte de una Agencia, persona jurídica, se dediquen al trabajo por el que les pagan, en forma absoluta y personal. Y no que solamente firmen el documento que luego es presentado  a la Aduana, y se desentiendan de todo lo concerniente.  El firmar para 2 o 3 agencias, personas jurídicas, significa que el trabajo no se hace y se convierte sólo en una venta de firmas, degradando el papel que el Estado ha otorgado por nombramiento especial a estas personas.  La exigencia de actuar luego de rendida la fianza está específicamente señalada en el RECAUCA, Sec. 10.02, letra c).

También fue causa de la emisión del decreto, la necesidad de establecer un procedimiento para la aplicación de sanciones, en caso de incumplimiento.  Se establecieron instancias administrativas que permiten que el afectado pueda presentar descargos y no sea condenado en forma inquisitorial, sin apelación.


El decreto viene a solucionar, igualmente la incorrección que significa que se presenten a examen para agentes aduaneros los funcionarios de aduanas.  Tal situación perjudica no sólo la imagen del servicio, sino que también posibilita a personas inescrupulosas una relación de fiscalizador a fiscalizado con los usuarios, para lograr mediante ventajas indebidas la clientela necesarias para su próxima actividad. Esto ya había sido considerado en el Código Aduanero, pero era necesario actualizarlo y revitalizarlo en la diaria aplicación de las normas.  Un funcionario aduanero debe decidir entre su actividad de servicio público directo pagado por el Estado, o una actividad auxiliar cancelada por el particular.


Finalmente, el decreto pretende facilitar el trabajo de quienes deben velar por su cumplimiento, repite las mismas exigencias del RECAUCA; pues, de este modo pasa a ser un cuerpo más orgánico que regula toda la actividad de los agentes aduaneros.


En cuanto el recurso propiamente manifestamos que es cierto que la Correduría Aduanera básicamente está regulada por un Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centroamericano denominado Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA) y por un Reglamento (RECAUCA) aprobado por Decreto Ejecutivo N° 15 de 7 de mayo de 1966.

Que el Reglamento fija los requisitos para los agentes aduaneros y en la Sección 10.03 se establece el monto de la fianza y esto no obsta para que el Estado no pueda regular, sin oponerse al CAUCA y al RECAUCA, aspectos no previstos en ellos.


 No es cierto que el Decreto 9420 H varíe en su fondo y forma los procedimientos y requisitos que fija el RECAUCA.  En efecto, el monto establecido en la Sección 10.03 no es absoluto y la redacción del artículo fija un mínimo y permite que cada país pueda aumentarlo según las necesidades de ordenamiento o satisfacción a la seguridad de los usuarios. Textualmente la norma señala:  “La caución a que se refiere la sección anterior en ningún caso podrá ser inferior al equivalente de cinco mil pesos centroamericanos, la que se rinda a favor del Fisco; ni del tres mil, la que sirva para garantizar a los comitentes”.


Cuando el texto legal señala que “en ningún caso podrá ser inferior”, es lógico suponer que no existe un límite máximo.  Esta norma permitió que en el país se dictara el Decreto 8518 –H el día dos de mayo de 1978 , el cual nunca fuera impugnado mediante recurso alguno, hasta que fue dejado sin vigencia mediante el decreto que ahora se cuestiona.

Dicho decreto señalaba una fianza de ocho mil dólares por cada aduana; mayor que la fianza actual de ocho mil por la primera aduana y de solamente cuatro mil por cada una de las restantes aduanas.


Siendo efectivo que el CAUCA no señala una fianza por cada aduana, tampoco restringe su establecimiento.  De modo que, es legal hacerlo, con base en la facultad general que el propio RECAUCA indica en la Sección 10.02 y 16.03 cuando disponen “lo no previsto por el CAUCA y el presente reglamento se regulará por las disposiciones legales reglamentarias existentes o que al efecto se emitan.”


En ningún caso se autorizará para actuar como agente aduanero a una persona natural o jurídica, si: a) no lo hubiere solicitado; b) si la persona natural no hubiere aprobado el examen de competencia que al efecto le será hecho y c) no rinde caución a favor del Fisco y de sus comitentes, en su caso, por las sumas que determine el Ministerio.

No es posible exigir mayor claridad a la norma respecto a la facultad ministerial para establecer la suma que considere adecuada. Mal hace o coordina quien pretende negar facultades muy claras del Fisco o quién le niega el derecho y la obligación de cumplir con la Ley.


Igual razonamiento es aplicable a la objeción que se hace del referido artículo 7 del Decreto N° 9420 H.  Los recurrentes aseguran que la mera presentación de la solicitud por el interesado en suficiente para ser autorizado como agente aduanero ante el Ministerio de Hacienda, y que la Dirección de Aduanas no tiene facultad legal para llamar a examen.


Esto no es cierto, la Sección 10.04 del RECAUCA establece la obligación de presentar una solicitud a quien postule al cargo de Agente Aduanero.  “Una vez admitida dicha solicitud el Poder Ejecutivo resolverá lo procedente, previo dictamen de la Dirección y de las demás autoridades que las leyes nacionales manden oír”.  Esto significa que siempre la Dirección ha tenido que informar, manifestar su opinión y sobre esta opinión debe resolver el Ministerio.

Finalmente, el recurso plantea que “la Dirección de Aduanas no tiene facultad legal para llamar a examen”.  Seguramente los recurrentes no han tenido tiempo de leer el RECAUCA un poco más adelante, en la Sec. 10.07 donde se señala textualmente “Si los resultados conforme con la Sección precedente fueren satisfactorios, el Director ordenará que se practique el examen de competencia…”


Todo lo anterior demuestra que el derecho al trabajo no se violenta en modo alguno, sólo se regula de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente y como la Dirección General de Aduanas y el Ministerio de Hacienda deben regular este derecho que no es abstracto, sino muy concreto y al servicio del Estado y de los comitentes.


El Decreto 9420 H traduce a nuestro ordenamiento jurídico nacional, la regulación internacional, permitiendo su aplicación en forma adecuada sin crear ni permitir que irresponsables o personas sin una debida garantía, efectúen trabajos que significan que el agente aduanero se convierte en depositario de grandes sumas de dinero o enormes valores, por el solo motivo de ser un ente autorizado por el Estado costarricense.

Las personas que cumplen una función pública son designadas por el Estado para que en resguardo de intereses legítimos actúen con base en la fe pública que crea el nombramiento.  De este modo, no es posible imaginar que el Estado no tenga capacidad legal para regular su designación o su actuación; o bien, que al hacerlo, esté limitando la libertad de trabajo.


No es cierto que el Decreto objeto del recurso, sea una reforma unilateral a un reglamento de carácter internacional.  En realidad lo que hace es fundamentado en la propia norma del RECAUCA, Sección 16.03, complementar un aspecto no previsto por éste.


A pesar de la deficiencia en la redacción, entendemos que el N° 10 del recurso se refiere al art. 7 de la Constitución y en tal sentido, hemos demostrado que el decreto impugnado no sólo no contradice lo expuesto por el CAUCA y RECAUCA,  sino que se basa en él y usando una facultad ahí conferida lo complementa, sin arrogase ninguna facultad que la ley no le conceda.  Los propios fundamentos del decreto mencionan las bases legales que le sirven de sustento jurídico y la capacidad estatal para reglamentar las leyes.

El recurrente menciona el art. 33 de la Constitución y no demuestra que exista alguna discriminación contra la dignidad humana, por tanto, es imposible desvirtuar lo que no existe ni siquiera en las objeciones del recurso de amparo.


La única situación jurídica consolidada es que los agentes aduaneros tienen un nombramiento otorgado por el Estado,  Y eso se mantiene en su máxima expresión.  Ni se atenta contra el nombramiento, ni se le afectan sus derechos adquiridos.


Al mencionar el art. 56 de la Constitución pretenden asegurar los recurrentes, que el decreto reduce su campo de trabajo y se degrada su condición humana, lo que no es cierto.


Con el respeto que los señores Magistrados merecen, debemos destacar que la redacción de presente recurso está orientada en forma exclusiva a impugnar una disposición de carácter general del Poder Ejecutivo, como lo es el Decreto Ejecutivo N° 9420 H de 12 de diciembre de 1978, que regula con fundamento en el CAUCA y RECAUCA, así como en disposiciones del Código de Comercio, todo lo relativo a los agentes aduaneros.


Como consecuencia de esa impugnación que en este recurso de amparo están haciendo los recurrentes de un Decreto Ejecutivo que es una disposición sujeta al Derecho Administrativo, es necesario resaltar que el Recurso de Amparo no es el procedimiento idóneo para impugnar este tipo de suposiciones debiendo recurrirse necesariamente a la jurisdicción contencioso administrativa de conformidad con la legislación vigente.


El artículo 49 de la Constitución Política así como los artículos 1 y 20 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa establecen claramente que corresponde a dicha jurisdicción, conocer de las pretensiones que se deduzcan en relación con la legalidad de los actos y disposiciones de la Administración Pública sujetos al derecho administrativo de tal manera que resulta a todas luces improcedente el presente recurso, imponiéndose su rechazo de plano a fin de que los interesados, si lo tienen a bien, acudan a la mencionada vía a impugnar el indicado Decreto Ejecutivo por la presuntas razones de ilegalidad que ellos acusan.  Debe destacarse que la Corte Plena en casos similares ha resuelto de conformidad con lo expuesto, ya que resulta a todas luces improcedente el recurso interpuesto.”


Hecho el correspondiente estudio, y discutido el asunto se resolvió: Declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones:

I.- En definitiva lo que se impugna es que el Poder Ejecutivo al emitir del Decreto N° 9420 H, varió los requisitos y procedimientos que, para obtener y ejercer la licencia de agente aduanero, establecen el CAUCA y el RECAUCA; normas éstas que no gozan del rango de constitucionales, pues el artículo 7° de la Carta Política reconoce a los instrumentos internacionales un valor superior al de las leyes ordinarias, pero no igual a las de la Constitución misma; y de ahí que no se esté, en la especie, salvo en cuanto a lo que luego se dirá, ante un posible problema de constitucionalidad; fuera de que el RECAUCA no emanó de la Asamblea Legislativa.
II.- El único motivo alegado que podría tener relación con el recurso de Amparo es el que concierne al artículo 34 de la Constitución Política; más aclaró el Poder Ejecutivo, ante la prevención de esta Corte, que en el Decreto impugnado no se ha desconocido a los recurrentes la licencia previamente obtenida, ni ello se desprende del texto de ese  Decreto N° 9420; y en lo que se refiere a los montos de la garantía, cabe observar que tampoco dicho Decreto N° 9420 dispone caucionar, con la nueva tarifa, la gestión ya realizada, para así poder examinar el posible quebranto del indicado artículo 34, a pesar de que el recurso no fue explícito al respecto; por lo demás, en principio ninguna caución puede ser fija o inmutable, sino que cabe variarla hacia el futuro, de acuerdo con las circunstancias de tiempo y otras privativas el Poder Público, desde luego ajustado a los procedimientos de rigor; y de ello que el análisis, en el caso, de si es mínima o no la garantía que establece el RECAUCA y de si es dable aumentarla y regular otros aspectos no contemplados tanto en éste como en el CAUCA mediante decretos internos, son cuestiones vinculadas con los alcances del artículo 182 del CAUCA y de las Sección 10.03, 16.02 y 16.03 del RECAUCA, cuestiones también ajenas a la vía del Amparo (Artículos 48 de la Constitución Política y Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950.)
